
DECRETO 2150 DE 1995 

(Diciembre 05) 

Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o 
trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere el 
artículo 83 de la Ley 190 de 1995, oída la opinión de la Comisión 

prevista en dicho artículo, y 

CONSIDERANDO: 

CAPÍTULO II 

Reglamentado por el Decreto Nacional 427 de 1996 

RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍAS JURÍDICAS 

Artículo  40º.- Supresión del reconocimiento de personerías 
jurídicas. Suprímase el acto de reconocimiento de personería jurídica de 
las organizaciones civiles, las corporaciones, las fundaciones, las juntas 
de acción comunal y de las demás entidades privadas sin ánimo de 
lucro. Ver el Concepto de la Secretaría General 1400 de 1998 

Para la obtención de su personalidad, dichas entidades se constituirán 
por escritura pública o documento privado reconocido en el cual se 
expresará, cuando menos, lo siguiente: 

1. El nombre, identificación y domicilio de las personas que intervengan 
como otorgantes 

2. El nombre. 

3. La clase de persona jurídica. 

4. El objeto. 

5. El patrimonio y la forma de hacer los aportes. 
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6. La forma de administración con indicación de las atribuciones y 
facultades de quien tenga a su cargo la administración y representación 
legal. 

7. La periodicidad de las reuniones ordinarias y los casos en los cuales 
habrá de convocarse a reuniones extraordinarias. 

8. La duración precisa de la entidad y las causales de disolución. 

9. La forma de hacer la liquidación una vez disuelta la Corporación o 
Fundación. 

10. Las facultades y obligaciones del Revisor Fiscal, si es del caso. 

11. Nombre e identificación de los administradores y representantes 
legales. 

Las entidades a que se refiere este artículo, formarán una persona 
distinta de sus miembros o fundadores individualmente considerados, a 
partir de su registro ante la Cámara de Comercio con jurisdicción en el 
domicilio principal de la persona jurídica que se constituye. Ver los 
conceptos de la Secretaría General 1685 de 1997 , 1745 de 
1998 , 1760 de 1998 , 1775 de 1998 ,1780 de 1998 

Parágrafo.- Con sujeción a las normas previstas en este capitulo, el 
Gobierno Nacional reglamentaría la forma y los plazos dentro de los 
cuales las personas jurídicas de derecho privado actualmente 
reconocidas se inscribirán en el registro que lleven las cámaras de 
comercio. Ver los conceptos de la Secretaría General 1700 de 
1998 , 1750 de 1998 y 1765 de 1998 

Artículo  41 .- Licencia o permiso de funcionamiento. Cuando para el 
ejercicio o finalidad de su objeto la Ley exija obtener licencia de 
funcionamiento, o reconocimiento de carácter oficial, autorización o 
permiso de iniciación de labores, las personas jurídicas que surjan 
conforme a lo previsto en el artículo anterior, deberán cumplir con los 
requisitos previstos en la Ley para ejercer los actos propios de su 
actividad principal. Ver el Concepto de la Secretaría General 1745 de 
1998 

Artículo  42º.- Inscripción de estatutos, reformas, nombramientos de 
administradores, libros, disolución y liquidación. Los estatutos y sus 
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reformas, los nombramientos de administradores, los libros, la disolución 
y la liquidación de personas jurídicas formadas según lo previsto en este 
capítulo, se inscribirán en la Cámara de Comercio con jurisdicción en el 
domicilio principal de la persona jurídica en los mismos términos, 
derechos y condiciones previstos para el registro de actos de las 
sociedades comerciales. Ver el Decreto Nacional 427 de 1996 , Ver el 
Concepto de la Secretaría General 1745 de 1998 

Artículo 43º.- Prueba de la existencia y representación legal. La 
existencia y la representación legal de las personas jurídicas de derecho 
privado a que se refiere este capítulo, se probará certificación expedida 
por la Cámara de Comercio competente, la cual llevará el registro de las 
mismas, con sujeción al régimen previsto para las sociedades 
comerciales y en los mismos términos y condiciones que regulan sus 
servicios. Ver el Concepto de la Secretaría General 1745 de 1998 

Artículo 44º.- Prohibición de requisitos adicionales. Ninguna autoridad 
podrá exigir requisito adicional para la creación o el 

reconocimiento de personas jurídicas a las que se refiere este 
Capítulo. Ver el Concepto de la Secretaría General 1745 de 1998 

Artículo  45º.- Excepciones. Reglamentado parcialmente por el Decreto 
Nacional 1396 de 1997. Lo  dispuesto en este capítulo no se aplicará 
para las instituciones de educación superior; las instituciones de 
educación formal y no formal a que se refiere la Ley 115 de 1994; las 
personas jurídicas que prestan servicios de vigilancia privada; las 
iglesias, confesiones y denominaciones religiosas, sus federaciones, y 
asociaciones de ministros; las reguladas por la Ley 100 de Seguridad 
Social, los sindicatos y las asociaciones de trabajadores y empleadores; 
partidos y movimientos políticos; Cámaras de Comercio; y las demás 
personas jurídicas respecto de las cuales la Ley expresamente regule en 
forma específica su creación y funcionamiento, todas las cuales se 
regirán por sus normas especiales. Ver el Concepto del Consejo de 
Estado 792 de 1996 , Ver los Conceptos de la Secretaría 
General 1645 de 1997 , 1655 de 1997 ,1665 de 1997 , 1670 de 
1997 , 1690 de 1998 , 1745 de 1998 , 1780 de 1998 

Nota: Antes de abordar el tema es importante comentar que mediante el Decreto 2376 de 1996, la 
inscripción de las juntas de acción comunal reconocidas como personas jurídicas de derecho 
privado, se realizará en el registro que lleven las Cámaras de Comercio, a partir del 31 de 
diciembre de 1988. 
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Con relación al tema de las personerías jurídicas, es preciso observar las diversas normatividades 
que al respecto se han proferido y en cabeza de quiénes se encontraba la facultad del 
reconocimiento, la forma de aprobación de los estatutos y demás actos que celebran estas 
entidades sin ánimo de lucro antes de la expedición del Decreto Nacional 2150 de 1995. 

En primer lugar tenemos que el artículo 18 del Decreto Nacional 576 de 1974 otorgaba 
competencia al Ministerio de Justicia para reconocer y cancelar la personería jurídica a las 
asociaciones, corporaciones y fundaciones cuando esas funciones no hayan sido 

atribuídas a otros organismos. 

El ordinal a) del artículo 13 del Decreto Nacional 576 de 1974, orgánico del Ministerio de Justicia, 
le da competencia a su Oficina Jurídica para reconocer y cancelar personería jurídica a las 
asociaciones, corporaciones y fundaciones. El artículo 636 del Código Civil le atribuye al órgano 
ejecutivo la aprobación de los reglamentos o estatutos de las corporaciones, obviamente si 
satisfacen los requisitos legales. Finalmente, el artículo 3° del Decreto Nacional 1326 de 1922 
establecía que las reformas o alteraciones estatutarias de las personas jurídicas reconocidas 
deberán ser aprobadas por el mismo órgano. 

Después, se expidió la Ley 22 de 1987, asignándole la función al Gobernador del Departamento de 
Cundinamarca y al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, reconocer y cancelar personería 
jurídica a las asociaciones, corporaciones, fundaciones e instituciones de utilidad común que 
tengan su domicilio en el Departamento de Cundinamarca, y en el Distrito Capital de Santa Fe de 
Bogotá, respectivamente, competencia que tenía el Ministerio de Justicia. Así mismo, esta Ley en 
su artículo 2° delega a estas autoridades la función de inspección y vigilancia que ejerce sobre las 
entidades de utilidad común el Presidente de la República (numeral 22 del artículo 189 de la 
Constitución Nacional). 

El Decreto Nacional 829 de 1984, otorgaba al Ministerio de Agricultura el reconocimiento de 
personería jurídica de asociaciones gremiales, agropecuarias. 

El Decreto 276 de 1988, señalaba que el Instituto de Bienestar Familiar, es la entidad encargada 
de conceder y suspender la personería jurídica a instituciones que presten servicio de bienestar 
familiar. 

El artículo 326 del Decreto 663 de 1993 facultaba a la Superintendencia Bancaria para expedir 
certificaciones sobre existencia y representación legal, de conformidad con el numeral 2° del 
artículo 74 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

El artículo 44 de la Ley 50 de 1994 precisa que toda organización sindical de trabajadores por el 
sólo hecho de su fundación y a partir de la Asamblea constitutiva, goza de personería jurídica 
(conc. artículo 39 C.P.). 

La Ley 130 de 1994, dice que corresponde al Consejo Nacional Electoral, reconocer y otorgar 
personería 

Los Decretos 1930 de 1979, 2726 de l980 y 300 de 1987, señalaban que correspondía al Ministerio 
de Gobierno, hoy del Interior, del reconocimiento de personería jurídica de las Juntas de Acción 
Comunal. 

Como podemos observar, el Poder Ejecutivo como tal se fue despojando en el transcurso del 
tiempo de la facultad de reconocimiento de este tipo de entidades y fue delegándola a diversas 
instituciones públicas dependiendo de la actividad u objeto social, otorgándoles éstas, la 
personería jurídica una vez cumplieran a cabalidad con todos los requisitos legales existentes. 



En lo relacionado con las entidades sin ánimo de lucro existentes antes del 6 de marzo de 1996, en 
cuanto a cual es la entidad competente para aprobar las reformas de los estatutos, el registro del 
representante legal etc., es de anotar que éstas pasarán a las Cámaras de Comercio el 2 de enero 
de 1997 (artículo 7o. del Decreto 427 de l 996). En consecuencia, debe entenderse que sólo a 
partir de tal fecha obrará la inscripción de todos los actos, libros o documentos respecto de los 
cuales la Ley exija tal formalidad ante las Cámaras de Comercio. 

En este orden de ideas, deberá entenderse que la inscripción de reformas estatutarias, registro de 
administradores y representante legal, registro de libros y disolución y liquidación que tenga lugar 
hasta el 1 de enero de 1997, deberá llevarse a efecto ante las entidades que certifican su 
existencia y representación legal, en el entendido que las mismas sólo conservarán las facultades 
de registro y archivo, de acuerdo con el nuevo sistema dispositivo de obtención de la personalidad 
jurídica establecido por el Decreto Nacional 2150 de 1995, y sin que le corresponda realizar 
aprobación o autorización alguna. 

Con el Decreto Nacional 2150 de 1995 se modificó la normatividad vigente, se introdujo un 
procedimiento ágil en el reconocimiento de personería jurídica de las organizaciones civiles, 
corporaciones, fundaciones, juntas de acción comunal y demás entidades privadas sin ánimo de 
lucro. Se consignaron requisitos muy puntuales en el artículo 40, los cuales una vez cumplidos bien 
sea por las corporaciones o por otro tipo de entidades sin ánimo de lucro, otorgan personería 
jurídica a quien lo solicite. 

El Decreto Nacional 2150 no modificó las funciones de las entidades de vigilancia y control 
respecto de las personas jurídicas privadas sin ánimo de lucro. Dicho Decreto lo que hizo fue 
centralizar el registro de tales personas en las Cámaras de Comercio, con el cual adquieren su 
personería jurídica. 

Confirma lo anotado el Decreto reglamentario 427 del 5 de marzo de 1996 que dispone en su 
artículo 12 lo siguiente: Vigilancia y Control. Las personas jurídicas a que se refiere el presente 
Decreto continuarán sujetas a la inspección, vigilancia y control de las autoridades que venían 
cumpliendo tal función. 

Por otra parte, la legislación comunal no se modificó, salvo lo referente a registro y reconocimiento 
de personería jurídica. 

Sin embargo, debe precisarse que el registro se hará previo a cualquier autorización acatando lo 
dispuesto por los artículos 41 del Decreto Nacional 2150 y 13 del Decreto 427 de 1996. 

Según lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 8° del Decreto 427 de 1996 las autoridades de 
inspección, vigilancia y control conservan los archivos y con ellos podrán, no sólo ejercer la 
inspección y vigilancia, sino también expedir certificaciones históricas respecto a eventos que 
consten en los mismos, ocurridos con anterioridad al 2 de enero de 1997. 

Se considera que las asociaciones comunales, entendidas como asociaciones de juntas de acción 
comunal, es decir, entidades de segundo grado, así como las asociaciones de juntas de acción 
comunal de cualquier grado, están sujetas al artículo 40 del Decreto Nacional 2150, pues este 
Decreto no distinguió. 

Las asociaciones comunales de cualquier grado no están exceptuadas de este régimen. En efecto, 
por una parte, no se encuentran enumeradas expresamente por el artículo 45 del Decreto Nacional 
2150 como excepción, y por otra, tampoco su creación y funcionamiento están reguladas por una 
ley, condiciones que deben concurrir para que se tengan como exceptuadas de acuerdo con el 
artículo en comento. 



El Decreto 427 de 1996 es normativo de obligatorio cumplimiento. Señala el inciso 2° de su artículo 
8° que las inscripciones de dignatarios y demás actos sujetos a registro de las juntas de acción 
comunal, con personería jurídica reconocida por acto administrativo anterior al 6 de marzo de 
1996, deberá efectuarse ante las entidades que realizaban tales funciones al 5 de marzo de 1996 y 
hasta el 2 de enero de 1997. Serán estas mismas entidades las que deberán certificar sobre las 
inscripciones ocurridas hasta el 2 de enero de 1997. 

Para efectos de las reformas estatutarias la Oficina Jurídica de la Alcaldía Mayor de Santa Fe de 
Bogotá efectuaba un estudio formal de la solicitud, es decir, que fuera firmado por el representante 
legal o Presidente de la Reunión y se acompañaban las actas auténticas de la reunión en que se 
aprobaron las reformas de los estatutos entre otros documentos. 

En consecuencia, la aprobación de los estatutos es aprobada en el seno de la asamblea, y la 
actuación de la entidad pública se limita a efectuar una revisión formal de requisitos, esto teniendo 
en cuenta, además que la voluntad de los fundadores debe, por esencia, entenderse orientada a 
que los actos y las actividades de la institución se enmarquen dentro de la ley, pues de lo contrario 
estará viciada por objeto ilícito 

Dentro de la misma lógica anterior, es que la Constitución otorga al ejecutivo la facultad de 
establecer los medios necesarios y adecuados para los fines de inspección y vigilancia sobre el 
grupo de personas jurídicas sin ánimo de lucro, pero siempre y cuando aquellos medios estén 
orientados a que sus rentas se conserven y sean debidamente aplicadas, y que en todo lo esencial 
se cumpla la voluntad de los fundadores. 

En este orden de ideas, vemos que la función otorgada en el artículo 636 del Código Civil, en virtud 
de la cual los estatutos de las corporaciones deben ser sometidos a la aprobación del Poder 
Ejecutivo se fue delegando a través de las disposiciones legales a distintas entidades de la 
Administración Pública ya vistas, estableciendo cada una de ellas el procedimiento para el 
otorgamiento de las personerías jurídicas 

Es por esto que con fundamento en los principios constitucionales como el postulado de la buena 
fe, los principios que rigen la función administrativa entre otros, el Decreto Nacional 2150 de 1995 y 
el Decreto 427 de 1996 se unifica toda esta normatividad, permitiéndoles a esta entidades sin 
ánimo de lucro nacer a la vida jurídica previo el cumplimiento de una serie de requisitos y su 
registro en la Cámara de Comercio y la revisión formal que ésta efectúa de los mismos. 

Es importante anotar que esta modalidad de nacer a la vida jurídica prevista por el Decreto 
Nacional 2150 de 1995, ya había sido recogida desde el año de 1957 mediante el Decreto 393 
cuando reza: "Los establecimientos de beneficencia y de instrucción pública de carácter oficial y las 
corporaciones y fundaciones..., son personas jurídicas desde el momento en que se constituyen de 
conformidad con el acto del poder público que las crea y el posterior reconocimiento de esta 
personería por el Gobierno Nacional, sólo tiene por objeto establecer si los estatutos se acomodan 
a la Ley que las creó o no se oponen a la moral o al orden legal según el caso". 

Es claro que este Decreto Nacional no modificó la función de inspección y vigilancia que sigue en 
cabeza de las entidades que venían cumpliendo esta función (artículo 12 del Decreto 427 de 
1996). 

Lo que se modificó fue la forma de reconocimiento y no lo relacionado con la inspección y 
vigilancia que sigue bajo el régimen anterior, conservando en consecuencia estas entidades 
vigilantes la función de revisar los estatutos y todos aquellos actos que celebren o ejecuten las 
fundaciones, corporaciones o asociaciones sin ánimo de lucro. 



El artículo 7° del Decreto reglamentario 427 de 1996 dispuso que la inscripción de las cooperativas 
reconocidas deberá efectuarse en las Cámaras de Comercio a partir del 2 de enero de 1997. En 
consecuencia, tratándose de las cooperativas existentes antes del 6 de marzo y después de esa 
misma fecha, las reformas estatutarias que tengan lugar, deberán cumplir ante el Dancoop 
simplemente el trámite de información a que se refiere el Decreto Nacional 2150 y sólo para 
efectos de la función de inspección y vigilancia. 

Es de anotar que Dancoop ha perdido a partir de este Decreto reglamentario todas las facultades 
derivadas del antiguo sistema atributivo, de tal forma que mal podrá sancionar reformas 
estatutarias. Las competencias que conservan se refieren a vigilancia y control. 

Por otra parte, en lo que dice relación con la forma de constitución, se observa que ninguna de las 
disposiciones señala que el documento debe ser reconocido por todos los asociados y ante 
notario, pues basta la firma del secretario y del Presidente de la Asamblea, quienes darán fe de la 
aprobación y comparecencia de todos los suscriptores. 

Se deben reconocer los méritos del Decreto , pues si bien los trámites del registro tienen un costo, 
estos se realizan mucho más rápido en las Cámaras de Comercio que por el sistema que existía 
antes del Decreto Nacional 2150, lo que agiliza las actividades de las juntas de acción comunal con 
innegables beneficios. Adicionalmente, por lo dispuesto en el artículo 40 las nuevas juntas de 
acción comunal surgen a la vida jurídica al momento de inscribirse en las Cámaras de Comercio. 

Es importante aclarar que respecto a las instituciones de educación superior y a las instituciones 
de educación formal y no formal a que se refiere la Ley 115 de 1994 no se aplicará lo dispuesto en 
los artículos 40 a 44 del Decreto Nacional 2150. 

También están exceptuadas las entidades que conforman el Sistema Nacional del Deporte de los 
niveles Nacional, departamental y municipal regulados por la Ley 181 y el Decreto 1228 de 1995 
(numeral 8 artículo 3° Decreto 427 de 1996). 

Los expedientes del grupo de inspección y reconocimiento de personerías jurídicas debe 
mantenerlos el ente que lo reemplace (sin que pueda ser las Cámaras de Comercio), para: 

Continuar con sus funciones de inspección y vigilancia. 

Expedir los certificados de existencia y representación legal de las instituciones con personería 
jurídica reconocida hasta el 5 de marzo de 1996, certificados que deberán expedir hasta el 2 de 
enero de 1997, y 

Expedir futuras "...certificaciones históricas sobre las reformas de estatutos u otros eventos 
que consten en los mismos, ocurridos con anterioridad al 2 de enero de 1997" (artículo 8° Decreto 
427 de 1996). 

Las investigaciones administrativas que se encuentran pendientes deberán continuar, porque como 
atrás se anotó, las funciones de inspección y vigilancia permanecen inalteradas en los mismos 
entes que venían realizándolas. 

Fuente: Minjusticia 

La Propiedad horizontal es una forma de dominio regulada por las leyes 182/48 y 16/85, que 
mantienen vigentes dos sistemas distintos. En el primero, la persona jurídica es simplemente 
administradora de los bienes de uso común, los cuales pertenecen en común y proindiviso a los 
copropietarios del inmueble. En el segundo, la persona jurídica es propietaria de los bienes de uso 



común y los copropietarios del inmueble son socios capitalistas de dicha persona jurídica. En 
ambos casos, la persona jurídica no tiene ánimo de lucro y su personalidad nace cuando se eleva 
a escritura pública el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la Ley 182 de 1948 y la 
declaración municipal a que alude el artículo 19 de la misma. Luego, no requiere de un acto 
administrativo del Estado que reconozca su personería jurídica. Su inscripción en las alcaldías 
tiene un doble propósito, confeccionar un registro de las mismas y que se certifique sobre su 
existencia y representación legal. 

Las personas jurídicas de la propiedad horizontal están dentro de las excepciones del artículo 45 
de este Decreto , porque su creación y funcionamiento están regulados por la ley. En 
consecuencia, no requieren inscripción en las Cámaras de Comercio y su normatividad no fue 
modificada por el Decreto Nacional 2150. 

El Gobierno Nacional pretendió fomentar una nueva cultura ciudadana en el sentido de que el 
ciudadano estudie, conozca y cumpla unos requisitos legales y puedan hacer a la vida jurídica 
inscribiéndose en la Cámara de Comercio. 

El ciudadano tiene una solución automática al reconocimiento del derecho de asociación, sin que 
tenga que esperar meses tratando de obtenerlo por parte de una entidad pública. 

Se afirman los principios de la buena fe, que debe presumirse en todas las actuaciones y de la 
autonomía de la voluntad privada. 

Es natural que surjan dudas y equivocaciones, pero estamos en un proceso de formación de una 
cultura ciudadana que toma tiempo. 

Reduce los factores que elevan el riesgo de corrupción y el tráfico de influencias. 

Los artículos 40, 41, 42, 43, 44, y 45 de este Decreto fueron demandados por inconstitucionales 
por considerar el actor que estas normas modificaron el artículo 636 del Código Civil. 

La Corte Constitucional, mediante Sentencia No. C 395 del 22 de agosto de 1996, declaró 
exequible los artículos demandados, para lo cual consideró: 

"En otros términos, se suprime el acto de reconocimiento expreso y positivo del Estado, cambiando 
las formas de constitución de dichas entidades por la escritura pública o el documento privado, 
libremente otorgados por los creadores de las mismas, con obligación posterior de proceder a su 
registro para dar paso a la personalidad jurídica correspondiente. 

Es cierto que el Titulo XXXVI del Libro Primero del Código Civil contiene una regulación general, 
que en su momento comprendía toda la normatividad alusiva al régimen de las personas jurídicas 
sin ánimo de lucro. 

Sin embargo, el desarrollo posterior de la legislación, merced a la expedición sucesiva de 
numerosas normas no incluidas en la preceptiva del Código en referencia (por ejemplo, la Ley 22 
de 1987 y los Decretos 3130 de 1968, 054 de 1974, 13l8 del 1988 y 2344 del mismo año, y las 
disposiciones sobre instituciones de utilidad común y juntas de acción comunal, entre otras), 
modificó substancialmente esos mandatos iniciales, derogó alguno de ellos, dio lugar a la 
existencia de nuevas modalidades de personas jurídicas, excediendo el primitivo criterio que las 
limitaba a corporaciones y fundaciones de beneficencia pública, y plasmó requisitos específicos 
para la constitución, objeto, estatutos, reforma y disolución de los diversos tipos de entidades, 
reconocimiento de personería jurídica, control y vigilancia, por lo cual las reformas sobre tales 
aspectos no implican por ser, como lo entiende la actora, la reforma del mencionado Título del 
Código Civil". 



La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante radicación No. 897, del 24 de 
octubre de 1996, referente al ámbito de competencia del Departamento Administrativo Nacional de 
Cooperativas frente al Decreto Nacional 2l50 de 1995 y la Ley 222 de 1995, estableció: 

1. Al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas corresponde otorgar el 
reconocimiento de personerías jurídicas de las cooperativas de salud y de las de vigilancia privada, 
por cuanto ambas hacen parte del régimen de excepción a la supresión del acto de reconocimiento 
de personería jurídica de entidades sin ánimo de lucro, según los artículos 40,45 y 143 del Decreto 
Nacional 2150 de 1995 y 2o. y 3o. de su Decreto reglamentario 427 de 1996. 

2. La función de inspección, vigilancia y control de entidades y organismos cooperativos que 
estaban sometidos al régimen de control concurrente, corresponde a las respectivas 
superintendencias, de conformidad con los artículos 147 del Decreto Nacional 2150 de 1995 y 17 
del Decreto reglamentario 427 de 1996. 

Respecto de la inspección y vigilancia de las organizaciones cooperativas que tienen actividades 
diferentes a la actividad vigilada por la respectiva superintendencia, la función se ejerce por el 
Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas, de conformidad con las normas especiales 
por las cuales se rige. 

Las entidades sometidas a la acción (inspección y vigilancia) del Departamento Administrativo 
Nacional de Cooperativas para su liquidación, observarán las normas especiales que las regula, 
siendo este mismo Departam 

 


